
III. Otras disposiciones

MINISTERIO DE DEFENSA

2139 ORDEN de 30 de noviembre de 1978 por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 13 de marzo 
de 1978 en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Fernando Aguilar Garelly.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia Na­
cional. entre partes, de una, como demandante, don Fernando 
Aguilar Garelly, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública., representada y defendi­
da por el Abogado del Estado, contra las resoluciones del_ Mi­
nisterio del Ejército de fechas 22 de enero de 1976 y 10 de agosto 
de 1976, se ha dictado sentencia con fecha 13 de marzo de 1978, 
cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que desestimamos el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don Fernando Aguilar Garelly, en su 
propio nombre y representación, contra resolución del Ministerio 
del Ejército de veintidós de enero de mil novecientos setenta y 
6eis y diez de agosto de igual año, que le denegaron su peti­
ción de rectificación de puestos en el Escalafón, acuerdos que 
declaramos conformes al- ordenamiento jurídico, todo ello sin 
hacer expresa condena en costas.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos,»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo esta­
blecido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso- 
Administrativa de 27 de diciembre de 1956 («Boletín Oficial 
del Estado» número 363), ha dispuesto que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. E. para su conocimiento y demás efectos.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 30 de noviembre de 1978.

GUTIERREZ MELLADO

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­
cito.

2140 ORDEN de 30 de noviembre de 1978 por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 7 de julio 
de 1978 en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Domingo Abellán Cañedo.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia Na­
cional, entre partes, de una, como demandante, don Domingo 
Abellán Cañedo quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Minis­
terio de" Defensa de 3 de agosto de 1977 y 16 de mayo de 1977, 
se ha dictado sentencia con fecha 7 de julio de 1978, cuya parte 
dispositiva es como sigue:

«Fallamos,- Que desestimando el motivo de inadmisibilidad, 
desestimamos el recurso interpuesto por don Domingo Abellán 
Cañedo contra resoluciones del Ministerio de Defensa de tres de 
agosto de mil novecientos setenta y siete y dieciséis de mayo de 
igual año, que declaramos conformes a derecho; todo ello sin 
hacer, expresa condena en costas.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo estable­
cido en la Ley reguladora—de la Jurisdicción Contencioso-Ad­
ministrativa de 27 de diciembre de 1956 («Boletín Oficial del 
Estado» número 363), ha dispuesto que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. E. para su conocimiento y demás efectos.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 30 de noviembre de 1978.

GUTIERREZ MELLADO

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­
cito.

2141 ORDEN de 6 de diciembre de 1978 por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia de la Au­
diencia Territorial de La Coruña, dictada con fecha 
29 de septiembre de 1978, en el recurso contencioso-administrativo

 interpuesto por don Francisco Ber- 
nal del Canto.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
de la Audiencia Territorial de La Coruña, entre partes, de una, 
como demandante, don Francisco Bernal del Canto, quien pos­
tula por sí mismo, y de otra, como demandada, la Administra­
ción Pública, representada y defendida por el Abogado del 
Estado, oontra resoluciones del Ministerio del Ejército de 30 de 
diciembre de 1976 y 15 de marzo de 1977, se ha dictado sen­
tencia con fecha 2S de septiembre de 1978, cuya parte disposi­
tiva es como sigue:

«Fallamos: Que el recurso contencioso-administrativo inter­
puesto por don Francisco Bernal del Canto, contra resoluciones 
del excelentísimo señor Ministro del Ejército, de treinta de 
diciembre de mil novecientos setenta y seis y quince de marzo 
de mil novecientos setenta y siete, por las que se denegaron 
al actor las condiciones de aptitud para el ascenso al grado 
de Coronel, debemos declarar y declaramos la incompetencia 
de esta Sala para conocer del recurSo promovido, cuya inadmi­
sibilidad se acuerda; sin expresa imposición de costas.

Firme que sea la presente, devuélvase el expediente admi­
nistrativo al Centro de su procedencia, juntamente con certi­
ficación y comunicación.

Así lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, es-te Ministerio, de conformidad con lo estable­
cido en la Ley reguladora de la Jurisdicción contencioso-Admi- 
nistrativa de 27 de diciembre de 1956 («Boletín Oficial del Es­
tado» número 363), ha dispuesto que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. E. para su conocimiento y demás efectos.
Dios guarde a V. E. muchos años. 
Madrid, 6 de diciembre de 1978.

 GUTIERREZ MELLADO

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejército.

2142 ORDEN de 7 de diciembre de 1978 por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia del Tri­
bunal Supremo, dictada con fecha 5 de julio de 1978 
en el recurso contencioso-administrativo interpuesto 
por don Felipe Hernández García.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Felipe Hernández 
García quien postula por sí mismo, y de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra resolución del Ministerio del 
Ejército de 15 de septiembre de 1975, se ha dictado sentencia 
con fecha 5 de julio de 1978, cuya parte dispositiva es como 
sigue:

«Fallamos: Que con desestimación del recurso contencioso- 
administrativo interpuesto por el Procurador de los Tribunales 
don Antonio Rueda Bautista, en nombre y representación de 
don Antonio Escagües Esperanza y don Felipe Hernández Gar­
cía, contra la Orden del Ministerio del Ejército de 12 de julio 
de 1975, confirmada en reposición el 15 de septiembre del 
mismo año, declaramos que se hallan, ambas ajustadas al 
Ordenamiento jurídico aplicable y, en su virtud, absolvemos 
de la demanda a la Administración; sin hacer expresa impo­
sición a ninguna de las partes de las costas del recurso.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publi­
cándose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», 
todo ello en cumplimiento de lo prevenido en el articulo 101 
de la Ley de lo Contencioso-Administrativo de 27 de' diciembre 
de 1956 («Boletín Oficial del Estado» número 383).



Lo que por la presente Orden ministerial digo a V. E. para 
su conocimiento y efectos consiguientes.

Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid. 7 de diciembre de 1978.

GUTIERREZ MELLADO

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del 
Ejército.

2143 ORDEN de 7 de diciembre de 1978 por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia del Tri­
bunal Supremo, dictada con fecha 4 de octubre 
de 1976 en el recurso contencioso - administra­
tivo interpuesto por don Francisco Casanova Arranz.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Francisco Casa- 
nova Arranz, quien postula por si mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra acuerdos del Consejo 
Supremo de Justicia Militar de 3 de febrero y 0 de abril 
de 1976, se ha dictado sentencia con fecha 4 de octubre de 1978, 
cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que desestimando el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don Francisco Casanova Arranz, Ca­
pitán Auxiliar de Artillería en situación de retirado, contra 
acuerdos del Consejo Supremo de Justicia Militar (Sala de 
Gobierno), de 3 de febrero y 6 de abril de 1976, este último 
confirmatorio del anterior en vía de reposición, por los que 
se revisó, actualizándolo, el señalamiento de haber pasivo efec­
tuado por el inicial acuerdo de 10 de julio de 1973. a que 
las presentes actuaciones se contraen, debemos confirmar y 
confirmamos, por estar ajustados a derecho, los expresados 
acuerdos, absolviendo a la Administración demandada de la 
pretensión actora; sin haber especial pronunciamiento respecto 
a las costas causadas en este recurso.

Asi por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publi­
cándose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», 
todo ello en cumplimiento de lo prevenido en el artículo 105 
de la Ley de lo Contencioso-Administrativo de 27 de diciembre 
de 1956 («Boletín Oficial del Estado» número 363).

Lo que por la presente Orden ministerial digo a V. E. para 
su conocimiento y efectos consiguientes.

Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 7 de diciembre de 1978.

GUTIERREZ MELLADO

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

2144 RESOLUCION de la Jefatura de Propiedades y Al­
quileres del Ejército de Mallorca e Ibiza sobre ex­
propiación forzosa de los bienes que se citan.

El Comandante Jefe de Propiedades y Alquileres del Ejército 
de Mallorca e Ibiza hace saber: Que el día 2 de febrero de 1979, 
a las diez horas y treinta minutos, se procederá, en el Ayunta­
miento de Santa Eulalia del Río (Ibiza-Baleares), al pago y 
ocupación definitiva de los terrenos afectados por la expropia­
ción de las parcelas y edificaciones que se encuentran situadas 
en la zona de aislamiento del Polvorín Central en Santa Eula­
lia del Río, y cuya expropiación y urgente ocupación fue acor­
dada en Consejo de Ministros celebrado el 12 de mayo de 1978, 
por lo que se cita a los propietarios de dichos terrenos, asi como 
a los titulares de derechos reales e intereses económicos, de 
acuerdo con lo que dispone el articulo 48 de la Ley de 16 de 
diciembre de 1954.

Palma de Mallorca, 15 de enero de 1979.—El Comandante 
Jefe, José Burges Muzás —268-A.

MINISTERIO DE HACIENDA

2145 ORDEN de 16 de noviembre de 1978 por la que 
se concede a las Empresas que al final se relacio­
nan los beneficios fiscales de la Ley 152/1963, de 
2 de diciembre, sobre industrias de interés prefe­
rente.

Ilmo. Sr.: El Decreto 1882/1968, de 27 de julio, declaró de 
preferente localización industrial la zona de la provincia de 
Cáceres, estableciendo la concesión de beneficios fiscales con­
forme a lo previsto en el artículo 3 de la Ley 152/1963, de 2 de 
diciembre.

El Ministerio de Industria y Energía, en Orden de 13 de oc­
tubre de 1978, aceptó las solicitudes formuladas por las Em­
presas que al final se relacionan, clasificándolas en el grupo 
A), a los efectos de los beneficios que se expresan en el anexo 
de la Orden de 8 de mayo de 1976, por la que se convocó el 
oportuno concurso.

Este Ministerio, a propuesta de la Dirección General de Tri­
butos, de conformidad con lo establecido en el artículo 6 de la 
Ley 152/1963, de 2 de diciembre, y en el Decreto 1882/1968, de 
27 de julio, ha tenido a bien disponer lo siguiente:

Primero.—Con arreglo a las disposiciones reglamentarias de 
cada tributo, a las específicas del régimen que se deriva de la 
Ley 152/1963, de 2 de diciembre, y al procedimiento señalado 
por la Orden de este Ministerio de 17 de marzo de 1965. se 
otorgan a cada una de las Empresas que al final se relacionan, 
y por un plazo de cinco años, contados a partir de la publi­
cación de la presente Orden, los siguientes beneficios fiscales:

1. Reducción del 95 por 100 de los Impuestos siguientes:

a) Impuesto General sobre Transmisiones Patrimoniales y 
Actos Jurídicos Documentados, en la forma establecida en el 
número 3 del artículo 66 del texto refundido de dicho Impues­
to aprobado por Decreto 1018/1967, de 6 de abril.

b) Derechos Arancelarios e Impuesto de Compensación de 
Gravámenes Interiores que graven la importación de bienes de 
equipo y utillaje, cuando no se fabriquen en España. Este be­
neficio podrá hacerse extensivo a los materiales y productos 
que, no produciéndose en España, se importen para su incor­
poración a bienes de equipo de producción nacional. El plazo de 
cinco años para el disfrute de esta reducción se contará, en su 
caso, a partir del primer despacho provisional que conceda la 
Dirección General de Aduanas e Impuestos Especiales, de acuer­
do con lo previsto en la Orden de 4 de marzo de 1976.

2. Libertad de amortización durante el primer quinquenio, 
a partir del comienzo del primer ejercicio económico en cuyo 
balance aparezca reflejado el resultado de la explotación indus­
trial de los nuevas instalaciones o ampliación de las existentes.

3. Reducción del 50 por 100 del Impuesto sobre las Rentas 
del Capital que grave los rendimientos de los empréstitos que 
emita la Empresa española, y de los préstamos que la misma 
concierte con Organismos internacionales o con Bancos e Ins­
tituciones financieras extranjeras, cuando los fondos así obteni­
dos se destinen a financiar inversiones reales nuevas. La apli­
cación concreta de este beneficio a las operaciones de crédito 
indicadas se solicitará, en cada caso, mediante escrito dirigido 
al Director General de Tributos, acompañado de la documenta­
ción reseñada en la Orden ministerial de 11 de octubre de 
1965.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 19 del Real 
Decreto-ley 18/1976 de 8 de octubre, para tener derecho al dis­
frute de los bneficios, anteriormente relacionados, la Empresa 
interesado habrá de estar sometida al régimen de estimación 
directa o estimación objetiva singular en la determinación de 
sus. bases imponibles.

Segundo.—El incumplimiento de cualquiera de las obliga­
ciones que asumen las Empresas beneficiarías dará lugar a la 
aplicación, según los casos, de las medidas previstas en el ar­
tículo 22 del Decreto 2853/1964, de 8 de septiembre.

Relación que se cita

Empresa «Gerardo Rullo Tassa», en nombre de Sociedad a 
constituir, para la instalación de una industria de fabricación 
de botes de hojalata, en Plasencia (Cáceres). Expediente .C-106.

Empresa «Ferrocarriles y Carreteras, S. A», para la insta­
lación de una industria de elaboración y tratamiento de. made­
ras por inyección con productos químicos, en Aldea del Cano 
(Cáceres). Expediente C-109.

Lo que comunico a V.I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 16 de noviembre de 1978. —P. D., el Subsecretario de 

Hacienda, Dionisio Martínez Martínez.

Ilmo. Sr. Subsecretario de Hacienda.

2146 RESOLUCION del Servicio Nacional de Loterías por 
la que se hace público haberse autorizado la cele­
bración de una rifa de utilidad pública a la parro­
quia de Santa Isabel, de San Vicente del Raspeig 
(Alicante).

Por acuerdo de este Servicio Nacional de Loterías de fecha 
20 de diciembre de 1978, ha sido autorizada la celebración de 
una rifa de utilidad pública a la parroquia de Santa Isabel, 
de San Vicente del Raspeig (Alicante), con domicilio en dicha 
localidad, debiendo verificarse la adjudicación de los premios 
en combinación con los tres premios mayores del sorteo de la 
Lotería Nacional del día 9 de junio de 1979, que constará de 
80.000 billetes.


